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1. ANTECEDENTESJURIDICO-PÓLITICOS

1. El clima político de la Restauración

La proclamaciónen Saguntocomo Rey de Españade Alfonso XII, triunfa
el 29 de diciembre de 1874, no tanto por la fuerzamilitar que lo avalabaen
aquellosmomentosiniciales, como por la convicción generalizadade que el
problemaplanteadoen Españano tenia otra solución quela restauraciónbor-
bónica.

Estasolución suponia,por una parte,la restauraciónde la monarquíabor-
bónica; pero, por otra parte, todo el planteamientode fondo representael de-
seo de una ruptura con el mundo que encarnabala Españade 1868. Puede
hablarse,en efecto,de la restauraciónde la legitimidad monárquica,pero se
moviliza también un nuevo sistemade ideasque aspira a encontraruna solu-
ción establea la crisis abiertadesde1868, y a la construcción,en definitiva, de
un nuevo Estado.

El remansode estabilidadpolitica que supusola Restauraciónpermitió
también el desarrolloeconómicodel país. Fue un momentode plenitud de la
burguesiaespañola.En la Restauración,por decirlo de un modo abreviado,se
funden e interrelacionanlas configuracionespoliticas del modelo democrático,
liberal y parlamentario,con las configuracioneseconómicasy socialesdel es-
quemadel gran capitalismo.

La falta de atencióna los problemassocialesgeneradospor la industrializa-
ción del momento;la asincroníaentrelas institucionessocialesy políticasy los
partidosy asociacionesobreras;los fallos en los mecanismospolíticos ideados
por la Restauración,y la catástrofeque supusoCuba,darán entradaotra vez
—al filo del nuevo siglo— a la Españade los problemas.

Documentaciónde las cienciasde la información, vol. VI. Univ. Complutense.Madrid, 1982
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2. Evolución de las normas legales en materia de prensa e imprenta

A) La situación pre-constitucional (1874-1876)

La Proclamaciónhecha por Martínez Campos tuvo inmediatasrepercu-
sionesen materiade prensa.Apenasllegó oficialmentea Madrid la noticia, el
Gobierno —que presidía Sagasta—implantó enérgicasmedidasrestrictivas.
Todoslos periódicosrecibieron,la mismatardedel 29 de diciembre,unacomu-
nicacióndel GobiernoCivil queestablecíala censurapreviagubernativa1.

El último día del año 1874 quedóconstituido,con Cánovasdel Castillo co-
mo Presidente,un Ministerio-Regenciaque sustituyó al Gobierno de Sagastay
asumióprovisionalmentetodos los poderes.La urgentenecesidadde consolidar
la Monarquiarestaurada,y el temor a que una partede la prensapudieraobs-
taculizar este proceso,llevaron al Ministerio-Regenciaa adoptaren aquellos
primerosmomentosunapolítica de prensade fuertes notas represivas:«por un
lado —subrayaGómezAparicio—, acometióla regulacióny sanciónde los de-
litos cometidospor medio de la Imprenta, quesometióa la jurisdicción de Tri-
bunalesespeciales;de otro lado, establecióuna rígida censuraprevia. La más
dura medidaen este ordende cosasfue la suspensióncircunstancialde todos
los periódicosde la oposición»,situación que fue suavizándosepaulatinamen-
te, hastael punto de que antesdel día seis de enerohabíanya reanudadosu
publicaciónlos periódicosno republicanos2.

Cánovasdel Castillo se debatíaen estosmomentoscon los problemasderi-
vadosde la pacificaciónde Españay Ultramar; con la necesariacoordinación
de las fuerzaspolíticasy socialesen torno al Rey; y, finalmente,con la estruc-
turación jurídica y legal del sistemamonárquico,afianzadoen una Constitu-
ción. Se comprendemuy bien que las normas dictadaspor el Ministerio-
Regenciapudieranser tildadas de represivas,y que,por otra parte,no fuerafá-
cil la presentaciónde un proyectode ley en materiade prensae imprentaque
regularacon un mínimo de garantíaspoliticas y técnicaslos problemasgenera-
dospor la actividad informativa. Una via medíaera acudir —como se hizo— a
un sistemade normasmáso menosprovisionales,que permitieradecantar—o
al menosaplazar—los planteamientosde fondo propugnadospor la Restaura-
ción. En estaslineasha de situarseel Decretode 29 de enero de l875 —conoci-
do como Primer Decretosobrela Prensa—que lleva las firmas de Cánovasdel
Castillo, como presidentedel Ministerio-Regencia,y de RomeroRobledocomo
ministro de la Gobernación.

Las previsionesdel Decretopodríansistematizarsedel siguientemodo:

a) Necesidadde previa licencia del ministro de la Gobernaciónpara la

publicaciónde todoperiódiconuevo (artículodécimo).

Cfr. Gómez Aparicio, Historia delPeriodismoEspañol, 11 (Madrid, 1971), 243.
2 Ibid., 246.
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1» Establecimientode la suspensióngubernativade los periódicos;la posi-
bilidad desupresión;el depósitoprevio de ejemplares;y la censuragubernativa
(articulossexto,séptimo,octavo,novenoy undécimo).

c) Prohibición de atacar directa, indirectao encubiertamenteal sistema
monárquico-constitucional;los actos,opiniones,personadel Rey o Familia Re-
al; proclamary sosteneralgunaforma de Gobiernoqueno fuerala monarquía
constitucional; discutir cuestiones constitucionales,no planteadas por el
Ministerio-Regencia,pero que tuvieran que ser discutidaspor las Cortes del
Reino; discutir, aludir o informarsobretemaso noticias susceptiblesde produ-
cir la discordia,el antagonismoentreel Ejército o el relajamientode la obe-
diencia de los distintosCuerposdel Ejército y Armada al Rey y su Gobierno;
publicar, en fin, toda noticia de guerraque pudierafavorecerlas operaciones
de los enemigoso descubrieralas que fueran a ejecutarlas tropas del Ejército
(artículossegundo,tercero,cuartoy quinto).

d) Autorizar «la discusióndoctrinal de todas las disposicionesadministra-
tivas, juridicasy politicas,sin exceptuarlas de Hacienda»(articuloprimero).

Mesesmástarde, el 18 de mayo, un Real Decretodel Ministerio de Cánovas
del Castillo marcaun leve tono de inflexión en el conjunto de las fuertesmedi-
das restrictivascontenidasen el Decreto de 29 de enero de 1875. Aunque la
nuevanorma legal reconoceexpresamenteque estáprácticamentevencida con
normalidad la transición politica y que, en definitiva, quedabaabierto el
período preparatoriode las elecciones,en materiade prensase mantienenvi-
genteslas disposicionesde 29 deenerocon unaúnicasalvedad:se autorizaa la
prensapara planteary discutir las cuestionesconstitucionales,con el propósito,
quizás,de prepararel adecuadoclima social y político antelas inminentesCor-
tes constituyentes.Se ve que a Cánovas—comentaDesantes—«ya no le pre-
ocupala imprentaen general,sino la prensaen concreto»3.

Parecesuficientementeprobadoel temor que Cánovasdel Castillo sentía
hacia los excesosy extralimitacionesde la prensa,a la que hacíaresponsableen
buenapartede las convulsionespoliticas sufridaspor Españacon anterioridad
a la Restauración4.Tal vez asi se explica que,convocadasya las eleccionesa
las CortesConstituyentespara el día 20 de enerode 1876, y virtualmentecon-
solidado,por tanto,el nuevo sistemapolítico, se promulgaraotro Real Decre-
to, de fecha31 de diciembrede 1875,que «equivalía,por su contexturay su in-
tención,a unaefectiva Ley de Prensa»5,pero que mantieneen lo sustancialla
mismaorientaciónde fondo que el texto legal quederoga.El Decreto,que fue
presentadopor el Gobiernoa las Cortes al iniciar sus sesionesy que permane-
ció en vigor hastala Ley de Imprentade 1879, ofrece un catálogoamplio y
casuísticode los limites a la libertad; restableceel Tribunal especialde tresMa-

Vid. I.)esantcsGuanter,Fundamentosdel Derecho de la Información (Madrid, 1977),67.
Vid. Gómez Aparicio, ob. cii., 270.
Ibid.
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gistradosde Audiencia,y la fiscalía especialde Imprenta;y admite el recurso
de casaciónpor infracción del Decretoo por quebrantamientode forma6.

B) Constitución de la Monarquía de 30 de junio de 1876

En un tiempo relativamentecorto —el 27 de marzode 1876 fue presentado
el Proyecto a las Constituyentesy el 30 de junio fue promulgada la
Constitución—se aprobó el texto constitucionalen cuyo marcohay que situar
dosleyesde prensadiametralmenteopuestas:la Ley de Prensade 1879 y la Ley
de Policíade Imprentade 1883.

Presideel texto constitucionalun espíritu de conciliación.Pararedactarel
anteproyecto,Cánovasreunió unacomisiónde ex-senadoresy ex-diputadosde
diversasorientacionespara que acordaranunasbasesde legalidadcomún. Las
Cortesaprobaronun breve texto constitucionalde 89 artículos,que sigue muy
de cerca la división y formulaciónde las anterioresConstitucionesespañolas
a partir de la Constituciónde 1837’.

El engranajeconstitucional de 1876 pretendeser la suma de tres piezas
jurídicas: la Constitución interna, la Constituciónescrita,y la Constituciónque
descansa en el derecho consuetudinario, en los usos o convenciones
constitucionales~.

La doctrina de la Constitución interna, conocida ya en la tradición del
constitucionalismoespañol,vaa ser relanzadaen estetrancepolítico de la Res-
tauración.Silvela perfiló con exactitudel significado y alcancede esadoctrina,
al decir que la Constitución interna es aquello en que estántodosconformes,
«lo que por común asentimientose aceptacomo baseesencialde un ordende-
terminado»~.

Por lo que se refiere a la Constitución escrita,el texto de 1876 —afirma
SánchezAgesta—recogelos principios habitualesdel constitucionalismoespa-
ñol anterior a 1869: «inviolabilidad del Rey y responsabilidadde los ministros;
coparticipaciónen el poderlegislativo de las Cortescon el Rey, atribuyendo,a
éstala iniciativa y la sancióncon derechoa veto; facultad del Rey de designar
partede los senadoresy la presidenciadel Senado;intervencióndel Rey en la
vida de las Cortes (...); a las Cortes,a su vez, se atribuyeunaintervenciónen
la sucesiónde la Corona,en la menoredaddel Rey y en la Regencia»IO•

Si la Constitución interna definia unaMonarquíahereditariarepresentativa,
y la ConstituciónescritaunaMonarquiaconstitucional,lo que se ha denomina-
do Constituciónconsuetudinariase perfila —con algunosmaticespropios—co-
mo una variedaddel régimen parlamentariovivido por el constitucionalismo

6 Vid. DesamesGuanser,ob. cii.. 67.

Cfr. Sánchez Agesla, Historia del ConstitucionalismoEspañol(Madrid, ¡974>. 360-361-

Ibid., 374.
Ibid., 363 y 364.

O Ibid., 374.



La ley española de Policía de Imprenta de 1883 ¡5

inglés. Entre aquellosmaticespropios hay que situar, en primer término, lo
quese ha denominadocomo régimende las dos confianzas,esdecir, el princi-
pio parlamentariode que el Gobiernodependede la confianzade la Cámara,a
la quehay quesumarsetambiénla confianzadel Rey; y en segundotérmino, la
forma en que se planteala dualidady el turno de partidos.ParaCánovasno
era posibleasegurary hacer duradera la Restauración con base en un solo
partidocon un equipamientoideológico que le sitúa, en buenamedida,como
herederode los moderadosy unionistasdel reinadode Isabel II; pero al mis-
mo tiempo intenta abrir todos los caminosconstitucionalespara quela oposi-
ción legal tengatambiénsu sitio e invita al partido constitucionala que se ro-
bustezcay coloqueen condicionesde podergobernarmásadelanteel pais”.

Todo el texto Constitucional—mejor aún,toda la arquitecturapolitica que
pretendelevantarCánovas—parecenpenetradosde una flexibilidad, quetodos
sus glosadoresestánconformesen subrayar2• No seofreceen ella el programa
unilateral y cerradode un partido político, sino que, salvadaslas líneasma-
estrasde la constitución interna, de la constituciónescrita y de la constitución
consuetudinaria,cadapartido y cadaprogramaha de tenercabidaen el marco
constitucional.Esto es algo más que una solución flexible, subrayaSánchez
Agesta,siguiendolas sugerenciasapuntadaspor FernándezAlmagro:esto es la
esencia misma del régimen liberal, «queno consistesólo en la declaracióny
garantíade un númeromás o menosamplio de derechosquedefinanun ámbi-
to de la vida individual, sino más hondamenteen una vida públicaque se rige
por el principio de libre concurrencia de las ideas,de los partidospolíticosy de
las fuerzassociales»’3.

La pretensiónde flexibilidad y conciliación llega con su influjo —como es
obvio— al régimen de libertades. Hay una cierta ambigúedadintencional,o
dicho en términos positivos, la Constitución «es un chequeen blanco quelos
partidospuedenrellenar a suantojo»~ Por lo quese refiere másen concretoa
la libertad de expresión,el artículo 13 reconocea todo españolel derechoa
<(emitir librementesus ideasy opiniones,ya de palabra,ya por escrito, valién-
dosede la imprentao de otro procedimientosemejante,sin sujecióna la censu-
ra previa». El precepto,y sobretodo la flexibilidad con que fue interpretado,
servirá de punto de arranque—como ya se decíalineas atrás—a dos leyes de
prensa,casi antagónicasen susorientacionesde fondo.

C) La Ley de prensa de 7 de enero de 1879

La Ley de Romero Robledo —que vino a reemplazaral Decreto sobrela
Prensade 31 de diciembrede 1875— es larga, casuisticay compleja’5.Cuatro

La exposición se ha hecho siguiendo a Sánchez Agesla, ob. dl., especialmente 375-380.

82 Ibid., 380.

~ Ibid., 381.
“ Ibid., 382.
~ Cfr. Desantes Guanter, Fundamentos del Derecho de la Información, ob. cli., 67.
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son, a juicio de GómezAparicio, las característicasque destacanen esaLey,
integradapor trecetítulos, noventay ocho artículosy unadisposición final de
carácterejecutivole:

a) En primer término, la rigurosasalvaguardiadel régimenmonárquicoy
de la personadel Monarca.El articulo ¡6 —queenumeraprolijamentelos deli-
tos de imprenta— tipifica como delictivo, en su supuestotercero, «ofender,
fuera de los casosprevistosen el Código Penal,la inviolable personadel Rey,
aludiendoirrespetuosamente,ya de un mododirecto o ya indirecto, a susactos
y a susopiniones;propalarmáximasy doctrinasque induzcan a suponerlesuje-
to de responsabilidado que en algunamaneraniegueno desconozcansusde-
rechos,sudignidad y susprerrogativas;insertarnoticiasrespectode su persona
y dar cuentade hechoso actosque tenganrelación con ella o con la de cual-
quier miembro de la Real Familia si al hacerlopuedenracionalmenteconside-
rarsepublicadasunas y otras en su desprestigio».A su vez, el supuestocuarto
del mismo artículo 16 tipifica como delito de imprenta«atacardirecta o indi-
rectamentela formade Gobiernoo las institucionesfundamentales;proclamar
máximas o doctrinascontrariasal sistemamonárquicoconstitucional;conspi-
rar directa o indirectamentecontra el orden legal, suponiendoimposible su
continuacióno su ejercicio y alentandodecualquiermodo las esperanzasde los
enemigosde la paz pública».

b) En segundotérmino, late en la Ley de 1879 la preocupaciónpor conci-
liar la proclamadalibertad de prensadel articulo 13 de la Constitucióncon to-
do tipo de trabas. Son delito de imprenta —a tenor de lo establecidoen el
artículo 16 de la Ley— atacaro ridiculizar los Dogmasde la Religión del Esta-
do, el culto, susministroso la Moral cristiana;hacerescarniodecualquierotra
religión que tengaprosélitosen España;injuriar, ridiculizar los Cuerposcole-
gisladores,poneren duda la legitimidad de unaseleccionesgenerales,o desfi-
gurar maliciosamentelas crónicasde las sesioneso los discursosde senadoresy
diputados;publicar noticiasquede algunamanerapuedanfavorecerlas opera-
cionesdel enemigoen casodeguerra,o se dirijan a quebrantarla disciplinami-
litar; defendero exponerdoctrinascontrariasa la organizaciónde la familia y
de la propiedad,o que se encaminena concitar unasclasescontraotras;publi-
car noticias falsasque puedanproducir alarmaen las familias o peligro en el
orden público, o insertar documentosoficiales desfigurandosu sentido;ofen-
der a los monarcaso Jefesde Estadosamigoso susrespectivosdiplomáticos;o
atacarla inviolabilidad de la cosajuzgadao coartarla libertad judicial “.

La Ley de prensade 1879 articula las facetasde su sistemarepresivoa tra-
vés de las nocionestécnicasde delito de imprentay de infracción de policia en
materiade imprenta.

6 Ob. cii., 394-395.
“ Cfr. Cendán, Derecho español de prensa e imprenta (1502-1966) (Madrid, ¡974), 148-149.

Cfr. an,bién j. E. Eguizábal, Apuntes para una historia de la legislación española sobre imprenta
desde el año 1480 hasta el presente (Madrid, 1879).
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Los delitos de imprentacomplementabany veníana sumarse—en la ley de
prensade 1879— a los delitos ya tipificados en el Código Penal.Estabansan-
cionadoscon la pena de suspensiónque podía implicar la supresiónde las
publicaciones. Los delitos de imprenta eran enjuiciados por Tribunales de
Imprenta, nombradospor el Gobierno, y quedaronestablecidostambién los
Fiscalesde Imprenta. Los delitos de imprentaprescribíana los ocho dias de la
publicacióndel impreso,y contralos fallos del Tribunal de Imprentano existía
másrecursoque el decasaciónen contadosy determinadoscasos.

Los delitos no comprendidosen la Ley de 1879, perocometidospor medio
de la imprenta,eran juzgadospor la jurisdicción ordinaria y llevabannecesa-
riamenteconsigo,como penaaccesoria,la suspensióndel periódico por el tér-
mino que el Tribunal consideraraconveniente‘~.

Las infracciones de policía —castigadas con secuestro y multa—
comprendíanla publicación de cualquierimpreso antesde llenar los requisitos
señalados;la publicación de cualquierperiódico político, despuésde haberde-
jado transcurrirsin publicarseocho días, si era diario, o cinco números,si no
lo era; insertarartículosy noticiaspolíticasen periódicoso folletos queno tu-
vieran estecarácter;o no realizar,finalmente,el depósitoprevio.

Quedaimplícitamentedicho que la Ley de 1879 admitía la licencia,el depó-
sito, el secuestro,la pérdidadel derechoa publicar un periódico y la suspen-
sión o la supresióndepublicaciones.

e) En tercerlugar, la Ley adoptala técnicade un minuciosocasuismoque
llegará,por ejemplo,a la reglamentaciónde las condicionesque han de reunir
los vendedoresy los repartidoresde periódicos(arts. 83 a 86). A la Ley le pre-
ocupa, en efecto,el problemade la difusión y los mediosde llevarse a efecto,
hasta el puntode quela Ley crea en cadapoblaciónun registrode las personas
dotadasde la obligatorialicencia para repartir impresos,inclusolos periódicos.

d) En cuarto lugar, la Ley desconocela existenciajurídica del director del
periódico, y lo sustituye habitualmente,a efectos legales, por la figura del
«fundador-propietario»o por el gerente.La razón de estedesplazamientoes, a
juicio de Gómez Aparicio, doble: no chocaren lo posible, desdeel punto de
vista judicial, con las redaccionesde las publicaciones,personificadasen la fi-
guradel director;y centrar,por otra parte,la acciónsancionadoraen el flanco
mássensibley débil del periódico,el económico-empresarial‘~.

Dos notasmáscompletanla caracterizaciónesencialde la Ley de 1879. Por
un lado,el establecimientode un derechode rectificaciónúnico para la Admi-
nistración y los particulares,sometidoal Juezmunicipal en juicio verbal; y,

‘8 La ley establece una discriminación entre los delitos cometidos en un libro, sometidos al pro-

cedimiento ordinario, y los materializados en rolletos o periódicos que caen ba)o la )urisdicción de
un Tribunal de imprenta. Vid. F. Cendán, ob. cit., 149-150; y M. Artola, Partidos y Programas
políticos, 1808-1936,1 (Madrid, 1974), 139.

~ Ob. cit., 395. Vid, también E. Miquel y Collantes, Memoria histórica sobre la legislación de
la libertad de prensa en España (Madrid, 1870).
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por otro lado, el régimen jurídico aplicable a los impresospublicadosen el
extranjeroquepretendancircular en España:el título XIII y último de la Ley
faculta al Gobiernopara prohibir su entraday circulación en territorio espa-
ñol, con la únicaexcepciónde los libros impresosen idiomasextranjeros,cúya
íníroduccióny circulación no podíanprohibirsegubernativamente,mientrasno
se hubieranpresentado,en relacióncon ellos, querellao denunciacriminal.

3. El Proyectode Ley sobreImprenta de 1882

Semanasmás tardede la aprobacióndela Ley de 1879,concretamenteel 25
de febrerode eseaño, regresabade Cuba a la Penínsulael GeneralArsenio
Martínez Campos,despuésde cumplir un papel tan destacadoen aquellapaz
cubanaquepusofin —siquieratransitoriamente—a unaguerraquedurabaya
diez años. Cánovasdel Castillo, entoncesal frente del Gobierno, procuro
—por varias razones20—capitalizaren favor de su partido liberal conservador
el prestigio y la fama del GeneralMartínez Campos.En este sentido,el 3 de
marzo de 1879 Cánovasdimitió y aconsejóal Rey que encargaseal General
Martínez Camposla responsabilidadde formar Gobierno,como así ocurrió el
7 del mismomes.

Nueve mesesduraríaaquelGobiernode Martínez Campos,integradoen su
totalidad por liberalesconservadores.Su dimisión se produjo el 6 de diciembre
y tuvo como telón de fondo el problemade la esclavituden Cubay el propósi-
to de abolirla —cuestión prevista y pactada, por otra parte, en la Paz del
Zanjón— por parte de su Gabinete.Pero «desasistidoen el Congresoel Go-
bierno de Martínez Campospor la mayoríaconservadoraque tenia la obliga-
ción de apoyarle,quedaronsuspendidaslas sesiones(...) y el 6 de diciembre
presentóMartínez Camposla dimisión colectiva, para ser reemplazadotres
díasdespuéspor D. Antonio Cánovas»21.

A) Formacióndel partido Fusionisia

La falta de responsabilidady de sentido que tuvo la caída del general
Martínez Campos—piénsese,por ejemplo,que el 13 de febrero de 1880 fue
aprobadaen el Congresola Ley abolicionistade la esclavitudde Cubacon los
votos de los detractoresque lo derribaron—aceleró,sin duda,la formacióndel
partido Fusionista,tan ligado, como se verá, a la Ley de Policía de Imprenta
de 1883.

El partido Fusionistaquedóconstituidooficialmenteel 23 de mayo de 1880.
Antes incluso de esa fechase habíanadheridoal partido Fusionistalos genera-
les Martínez Campos,Marquésde la Habana,O. JoaquínJovellar, O. Manuel

20 Vid. .1. Varela Ortega, Los amigos políticos (Madrid, 1977), especialmente 140-143.
21 Vid. Gómez Aparicio, ob. cii.. 407.
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Pavíay el Condede Valmaseda;seguidamentelo hicieron, entreotros elemen-
tos civiles, D. Manuel Alonso Martínez,el Condede Xiquenay el Marquésde
la Vega de Armijo. El Fusionismo,a travésdel cual los elementosprocedentes
de la Revoluciónde 1868 se integrabanen el marcode la monarquíarestaura-
da. representabaunacierta síntesisde dosantiguospartidospolíticos: el parti-
do Constitucional,presidido en aquellosmomentospor PráxedesMateo Sa-
gasta,y el partido Centralista,en el que destacaban,por ejemplo,el Marqués
de la Vega de Armijo, Manuel Alonso Martínez y VenancioGonzález.La fu-
sión de ambospartidosse llevabaa término sobrela basede la aceptaciónde
los siguientesprincipios: servicio a la MonarquíaConstitucional,fidelidad al
sistemarepresentativo,y oposiciónal Gobiernoconservadorde Cánovas22.

La existenciadel partido Fusionistatuvo en símisma la virtualidad dehacer
más tolerante,en materiade prensa,la política conservadora.Contando,en úl-
timo extremo,con el rigor de la Ley de Prensade 1879, Cánovaspracticó una
mayorapertura,en parteparano distanciarseen excesode aquellapoderosaiz-
quierdadinástica;en parte, también, para facilitar el turno de partidos’3. Así
se entiendemejor, queel día 25 de noviembrede 1880 el Ministerio conserva-
dor publicaraun Decretoen el quecon ocasióndel próximo cumpleañosde Al-
fonso XII, se redujo a la mitad la penade todas las publicacionesque tuvieran
pendientessentenciasde suspensión,dictadaspor los Tribunalesde Imprenta.

El 8 de febrerode 1881 el Reyencargóla formación de nuevo Gobiernoa
PráxedesMateo Sagasta,lo que supusola constitucióndel primer ministerio
fusionistaque habíade durar casidos años,hastael II de enerode 1883. Du-
ranteesteperíodode tiempodebendestacarse,a nuestrosefectos,el Decretode
14 de febrero de 1881 —anticipo de una nueva política de prensa— que
concedíaun indulto general a todos los periódicosy escritoresque estuvieran
cumpliendopenade suspensión,y ordenabaal mismotiempoel sobreseimiento
de las causaspendientes.Otro indulto análogoserá concedido por el Decreto
de 23 de noviembrede 1882, con motivo del nacimientode la infanta María
Teresa2tPero sobretodo es oportuno reparar —aunquesea brevemente—en
el Proyectode Ley sobreImprenta—publicadoen el diario de las Sesionesde
Cortes (Congresodelos Diputados)el 22 de diciembrede 1882,antecedentein-
mediatode la Ley de Policíade Imprentade 1883.

B) El Proyecto de Ley de Venancio Gonzá/ez

Suscritopor el ministro de la Gobernacióndel primer Gobiernofusionista,
Venancio González,fue propuestoa las Cortesun proyectode Ley de Impren-
ta, breve de extensión—22 artículos—,pero que representabala decididayo-

‘~ Ibid.. 408y414.

23 Ibid.. 408-409.

~ Vid. E. Gómez Reino, Aproximación histórica al Derecho de la Imprenta y de la Prensa en
España (1480-1966) (Madrid, 1977>, 170-171.
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luntad de un cambio importanteen la legislaciónde prensae imprenta.Su ex-
posiciónde motivoscontiene,sin duda,las razonesfundamentalesde la nueva
orientaciónlegislativa.

Desdela perspectivadel Gobiernofusionista,la Ley de 7 de enerode 1879
no sólo era autoritaria,sino contrariaen su espíritual articulo 13 de la Consti-
tución de 1876, reguladordel derechoa la libre manifestaciónde ideasy opi-
niones.Ambascalificacionestienen,en el proyecto,el siguientefundamento:

a) La Ley era opuestaa la Constituciónporqueaceptabala existenciade
unajurisdicción especialque tenía encomendadael enjuiciamientode unosde-
litos especialesde imprenta. La coexistenciade unos delitos especialesde
imprentacon los delitos comunes,susceptiblesde cometersepor medio de la
imprenta,podíallevar, de acuerdocon la Ley de 1879, a imponer por un solo
delito unapenapersonalal periodistay la penade suspensiónal periódico.

b) Alejándosede todo propósito preventivo,el Proyectoni definíadelitos,
ni señalabapenas,ni creabajurisdiccionesespeciales,sino que confiabaal Có-
digo Penal y a los Tribunalesordinariosla determinaciónde las accionesy res-
ponsabilidadesde caráctercriminal en quepudierahaberseincurrido con moti-
vo del ejerciciodel derechoa la libre emisión del pensamiento.

c) Sin retrasarla aprobacióndel Proyectode Ley, y manteniendoel princi-
pio básico de la inexistenciade los delitos de imprenta, se hacíanecesariatam-
bién la promulgaciónde un nuevo Código Penal.

C) Retiradadel Proyecto

Las circunstanciasinternasdel partido Fusionista,las discrepanciasen el
Gabinetey el desgasteproducidoen él por el paso del tiempo25,llevaron, sin
duda,a Sagastaa unareorganizaciónministerial el II de enerode 1883. En es-
te segundogobiernofusionistafiguraba comoministro de la Gobernación,Pio
Gullón. Horas más tarde, el 12 de enero de 1883, el Gobierno,a travésde su
nuevo minístro de la Gobernación,retiró de las Cortes el Proyectode Ley de
Imprenta presentadopor su antecesoren el cargo. Si nos atenemosa las pa-
labrasde Gullón, la retiradade aquel proyectose habíaproducido «no para
variar el carácterde la Ley de Policía (...) sino al contrario, para corroborary
si cabeestablecermásestecarácterde la Ley de Policía»26.

El nuevo Proyecto de Ley, presentadoen el mismo mes de enerode 1883
por el ministro Pío Gullón, ratifíca en su exposiciónde motivos el razonamien-
to anterior: el proyecto «respondea los mismos principios fundamentalesy
conservaen su economíaigual carácterque el proyectoredactadopor su prede-
cesor (...); pero <...) la supresiónde algunasprescripciones,la importanteva-
riación en los plazosintroducidos,y otras modificacionesencaminaasa deter-

25 frid (.,ómeZ Aparicio, ob. uit., 423.
26 Gr. Diario de Sesiones (Congreso>, 12 enero 1 883, 427.
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minar la personalidadresponsabley a separarclaramentelos preceptosque
correspondenal Código de los quecabenen un proyectode policía, bastanpa-
ra justificar el trabajo de revisión y unificación en el nuevo proyecto
realizado».

Las afirmacionesanterioresrespondían,en efecto, a la realidad. El nuevo
Proyecto de Ley, reguladordel ejercicio del derechoe emitir ideas por medio
de la imprenta, ampliaba, por ejemplo, la noción técnica de publicación
(art. 3,0); confiaba en favor del director la representacióndel periódico ante
las autoridadesy tribunales,en lugar de hacerlo con carácterprincipal en el
propietario(art. 7.0); acentuabael caráctermeramentecognoscitivoque, ante
las autoridadesgubernativas,tenían los trámitesde fundación de un periódico
(arts. 6 y 9 a 12); se abreviabanalgunosplazos(arts. 9, 10 ó 14); o se perfilaba
con más nitidez la no interferenciade la Ley en el ámbito penal, al eliminar el
artículo 13 dcl Proyectode 1882,o al modificar lo prevenidoen el tercerpárra-
fo del artículo 21 del mismo Proyecto,etc. Y en todocaso,sobreesteProyecto
de Ley se construirála Ley de 1883.

II. ANALISIS DE LA LEY

1. Planteamiento general

La doctrina iusinformativa contemporáneaespañolano ha escatimadoelo-
gios a la Ley de Policíade Imprentade 1883. ParaGómezReino, por ejemplo,
«es quizásla más liberal de todas las dictadasen nuestropaís hastala época
presente»2’.ParaDesanres,«es la de másperfectatécnica y la másconsecuente
con el principio de libertadqueenuncia,conforme(...) con el articulo 13 de la
Constituciónde 1876»28

Lo que convienesubrayar,en todo caso,es que la Ley se presentaa sí mis-
ma y fue consideradapor los legisladoresde la épocacomo una norma cuyo
principal valor radica en el hechode derogarla legislaciónanterior.Parael Se-
nador, Condede Torreánaz,el Proyectode 1883 no conteníamás que una dis-
posición importante,«la que derogala ley de los conservadores»29.Si la Ley
tiene en si importancia—dirá el Senado?Terrero—, «la tiene principalmente
porqueviene a derogarla anterior,pero no por las disposicionesespecialesde
cadauno de susartículos»’0.

La aparentemodestiade estascalificaciones—que,en el fondo, encubríael
mayor de los elogiosposibles—va unida a la caracterizaciónde la Ley como
un simple conjuntonormativo de policía de imprenta.El hechorevelaun pro-
pósito de sobriedady autolimitación, que no excluye una profunda intención

“ Ob. uit., 171.
28 Ob. (it., 68.
29 Senado, 4 dc julio de ¡883. Diario de Sesiones, Legislatura de 1882-83, t. VII, 2898.
~ Senado, 5 de julio dc ¡883. Diario de Sesiones, Legislatura de 1882-83, t. VII, 2921.
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innovadora,basada—eso si— en la aceptacióny reconocimientocoherentede
los derechosindividualesy del repartode poderesdentro dela organizaciónes-
tatal. En estesentido,la Ley de Policíade Imprentaregulaaspectosno represí-
vos, y estableceel mínimo de organizaciónnecesariaen la actividad informati-
va paraimpedir, por ejemplo,que se burle la acción de la justicia. ¿Quées lo
que,en rigor, teníaqueestablecerunaLey de Policíade imprenta?,se pregun-
tabaTerrero:«meramentelas reglasparaqueel periódicopuedapublicarse;el
procedimientopara que llegue a conocimientode las autoridadeslo que el pe-
riódico publique; el conocimientode las personasque puedanintervenir en la
publicacióndel periódico»38.

La Ley de Policíade Imprentade 1833 se mueve,en términosgenerales,en
lo que podría denominarseuna tercera vía en los planteamientosde la política
jurídica en materiade prensa.

El partidoconservadorhabíareflejado en la Ley que iba a derogarseun 585-

tema preventivo,cuyatramafundamentalestabatejida de reglasy límites que
pretendíanantes que nada fijar el objeto y contenido del derechoconstitu-
cional de emitir librementelas ideas,previniendojurídicamentesu extralimita-
cíon.

Desdeun punto de mira radical, el planteamientoanterior no era en modo
alguno defendible.Se recusabaen bloque, porquepara la ideologíaradical el
enfoquede la legislación de imprentaera simplementeéste:considerarinnece-
sariaslas leyesde imprentay completamenteinútil ocuparsede la imprentaen
el ámbito de las leyes especiales.La posiciónradical conectabaasí con aquella
línea de pensamientoque, con motivo de la discusióndel artículo 16 de la
Constituciónde 1869,manteníaque el derechode emitir librementeideasy opi-
nionesera ilegislable. Para unos —como ha escrito Pérez-Prendes—,era ile-
gislable solamenteen esencia,pero era legislableen cuantoa susconsecuencias.
Sin embargo,acabarápor imponerseen aquellosmomentosque el derechoa
emitir librementeideas y opiniones«no debeentendersecomo derechono so-
metido al ordenamientojurídico, sino como derechoque cuando entra en
conflicto con los derechosde otros ciudadanosse alega anteel poder judicial,
sin necesidadde que estéprevistaen unaley cadaunadelas posiblesmodalida-
des del conflicto»32. Sin compartir, quizás, estaposiciónradical, Pachecose
alineabaen estasegundavía al enjuiciarel proyectode Ley de 1883 y el Dicta-
men de la Comisióndel Congreso:«nosotros—dirá Pacheco—prescíndíriamos
en absolutodel Proyecto de Ley de Policíade Imprentaquea nadaprácticoni
convenientelleva, y si es que hay deseode ocuparseen el estadoy necesidadde
aquellainstitución social (...) buscaríamosotros de susdiferentesaspectospara

~‘ Ibid.
32 Crr. 3. M.’ Pérez’Prcndes, Laprensayel Código Penal de 1870, en «Hispania»,XXXI, 119

(1971), 564.
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mejorarla, contribuir a su desenvolvimientoy colocarlaen condicionesde que
sirva con máséxito losaltos finesa queestáconsagrada»3>.

La terceravía, a la que se acogeel Proyecto,quiereseral tiempoliberal y
radical. En las palabrasde Rute, miembro de la Comisión dictaminadoradel
Proyectoen el Congreso,esaterceraorientaciónconsisteen no legislar con un
criterio limitativo, esto es,no centrandola atenciónen determinarcon carácter
específicoy especial los límites del derechoindividual, sino en legislar «para
garantizarel libre ejercicio del derechode expresarlas ideas», establecerlas
condicionespara evitar la impunidad,y —sin haceruso de medidaspreventi-
vas— señalar las reglasparacorregir —por medio del Código Penal—los deli-
tos y faltascometidosa travésde la imprenta34.Estaterceravía será,de acuer-
do con las palabrasy la terminologíade Santamaríade Paredes,un sistema
represivo común >t

Dentro de estaterceravía, y en el marcode un sistemarepresivocomún,el
punto focal dela Ley, su verdaderonúcleoexplicativo,es la pretensiónde libe-
rar a la prensade una legislación especial,complicaday casuística,de forma
que la imprentapenetrecon resolución, «sin temoresde sus representantes,y
sin alarmade los Gobiernos,en la esferadel derechocomún»36.Se aspiraa
que el derechocomún recobretodo su imperio, de maneraque los delitos co-
metidos a travésde la imprentacaigan bajo la jurisdicción de los Tribunales
ordinarios, se persigande acuerdocon las formalidadesy procedimientospre-
vistos en la Ley de EnjuiciamientoCriminal, y se sancionencon las penaspre-
viamenteestablecidasen el Código Penal. Ni teórica,ni prácticamentela Ley
aceptabaquehubieraespecialidaden el delito de imprenta.

2. Exégesis

La Ley de Policíade Imprentade 26 de julio de ¡883, publicadaen la Gace-
ta del 30 del mismomes,comprende21 artículos.Como ya se ha señalado,la
Ley regulael ejercicio del derechoa emitir las ideaspor medio de la imprenta
reconocidoa todos los españolesen el párrafosegundodel articulo 13 de la
Constituciónde la Monarquíade 1876.

A) Los impresosy susclases

El artículo 1 de la Ley consideracomo impreso«la manifestacióndel pensa-
mientopor medio de la imprenta,litografía o por otro procedimientomecánico

~> Vid. E. de Pacheco, La legislación sobre la prensa. El proyecto de Ley de Policía de Impren-
la, en <‘Revista General de Legistación y Jurisprudencia», LXII, 1(1883), 212.

~ Vid. Congreso, 16 de abril 1883. Diario de Sesiones, Legislatura 1882-83, t. V, 1991-92.
~ Vid. V. Santamariade Paredes, Curso de Derecho Político (Madrid 1913), 749. Cfr. también

M. Nido y Torres, Manual de la Prensa. Estudio histórico de la legislación de prensa en España
(Sevilla, 1913).

36 CIr. Exposición de motivos del Proyecto de Ley.
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delos empleadoshastael día,o queen adelanteseemplearenparala reproduc-
ción de las palabras,signos y figuras sobrepapel, tela o cualquierotra mate-
rIa».

La Ley clasifica los impresosen libros, folletos, hojas sueltas,cartelesy pe-
riódicos; determina sus característicasdefinitorias formales; y asimila a los
impresos los dibujos, litografias, fotografías,grabados,estampas,medallas,
emblemas,viñetas y cualquierotra producciónde estaíndole, cuandoapare-
cieren solasy no en el cuerpode otro impreso.

El SenadorCorradi —extremandosu oposicióna la Ley— veia en todaesta
clasificaciónlos resabiospropios de un sistemapreventivo,especialmenteen la
ideade sometera los llamadosimpresosperiódicosa un régimenespecial,fun-
dadoen unasordenanzasde policía37.

Pacheco,por suparte,subrayael buencriterio del legisladoral borrar la di-
ferenciaciónantesestablecidaentreescritosy dibujos,queteníasu origenen la
legislación francesa y había sido incorporadaa nuestralegislación hacía ya
tiempo. ParaPacheco—y éste era el motivo de su alabanzaa la Ley en este
punto—«no habíarazón algunapara que la libertad del dibujanteo del carica-
turista estuvieremáslimitadaque la del escritor festivo»38.

En cualquiercaso,compartola ideade Desantescuandoafirma que la defi-
nición que la Ley establecedel impreso teníala suficientegeneralidadcomopa-
ra queen ella hayanpodidocaberlos progresostécnicosposteriores39.

13) La acción de publicar

El articulo 40 de la Ley se planteae intentaresolver un viejo tema que ha
ocupadoinsistentementela atenciónde los legisladoresy la doctrinacientífica:
la noción juridica depublicar,o lo que es igual, a partir de qué momentohade
en¿<nderse,en términosjurídicos, queun impresoestápulicado.

1 Ley de 1883, en el casode loscarteles,vincula la acción de fijar algunos
de el os en cualquier paraje público con la noción de publicar. En las demás
clasesde impresos—incluyendo,como es lógico, a los impresosperiódicos—el
artículo 40 estableceunapresunción:se entiendepublicadoun impreso«cuan-
do se hayaextraídomásde seis ejemplaresdel mismoestablecimientoen que se
hayahechola tirada».

La redaccióndefinitiva del articulo fue consecuencia,en primer término,de
las modificacionesintroducidasen el Proyectode Ley por la Comisióndictami-
nadora del Congreso.El texto del Proyectode Ley manteníaun conceptomas
amplio de la noción de publicar, al considerarque no sólo se presumíaesta
publicacióncomo consecuenciade extraermás de seis ejemplaresdel estableci-
mientoimpresor, sino tambiéncuandose ordenabao simplementese permitia
quesalieraesemismo númerode ejemplares.La Comisiónparlamentariaredu-

~‘ Senado, 5 de julio de 1883. Diario de Sesiones, Legislatura 1882-83, t. VII, 2917-18.
38 O~~• cú.. 184.
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jo con buen criterio las presuncionescontenidasen el precepto,hastallegar a
un texto análogoal que conteníael Proyecto de Ley de Imprentade Venancio
González,de 1882.

No fue aceptadaunaenmienda,presentadapor el diputado EstebanCollan-
tes que, en mi opinión, hubieradado una mayor perfeccióntécnicaal artículo
y hubieracontribuido a decantarmejor —con mayordelicadeza—los proble-
mas doctrinalesquecomprendela determinacióndel conceptode publicar. La
enmiendade Collantespartíade la basede que el acto de publicarcomprende
un animusdifundendi,pero exige tambiénuna publicidad efectiva, real y ac-
tual. En consecuencia,a su juicio, había queentenderrealizadala publicación
de un impreso en los cuatrosupuestossiguientes:1) Cuandose ha comenzado
su repartición.2) Cuandose ha puestoen venta. 3) Cuandose ha fijado en un
parajepúblico, o dejadoen local o establecimientodel mismogénero.4) Cuan-
do se hanenviadolos impresosal correo~.

C) Losperiódicos

a) Requisitospara la fundación de un periódico.

De acuerdocon el articulo 8 de la Ley, la sociedado particular que preten-
da fundar un periódico,lo pondráen conocimientode la primeraautoridadgu-
bernativa de la localidad en que el periódico hayade publicarse,cuatrodías
antesde comenzarsu publicación, y una declaraciónescrita y firmada por el
fundadordel periódicoen la que esencialmentemanifiestehallarseen pleno uso
de los derechosciviles y políticos, y declareel título del periódico, el nombre,
apellidos y domicilio de su director, los días de aparicióndel periódico y el es-
tablecimientoen quehayade imprimirse.

La Ley de 1883, por tanto, no exige la licencia previa para la edición de
impresosperiódicos,sino simplementela puestaen conocimientode la primera
autútidad gubernativade la localidad; idéntico requisito se establecíapara
transíflitir la propiedadde un periódicoo variar el establecimientoen queel pe-
riódic~ se imprimiera <articulo 12).

FI criterio adoptadopor la Ley distabamucho en estepunto de las iniciales
previsionesdel Proyectode Ley. El Proyectoaceptabala necesidad—en la cre-
ación y transmisiónde periódicos—de unaautorizaciónadministrativa.El tex-
to definitivo suprimió, como ya se ha indicado, la necesidaddel acto admi-
nistrativo, sustituyéndolo por la mera puesta en conocimiento de la
autoridad‘~‘.

40 Congreso, 14 de abril 1883. Diario de Sesiones, Legislatura 1882-83, t. V, 1973-74. Sobre la

noción juridica de publicar, dentro de la actual doctrina iusinformatíva, vid., por todos, El delito
previsto en el articulo 365 del Proyecto de Ley Orgónica del Código Penal, Confederación española
de Cajas de Ahorro, Cuadernos de Trabajo de la Convención de Asesores Juridicos, n.< 1,7-ls.

~‘ Vid. articulos 6, 9, lO, II y 13 del Proyecto de Ley. Cfr. también M. F. Clavero Arévalo,
Prensa y jurisdicción contencioso-administrativa, en «Revista de Administración Pública», 50
0966), 87, nota 6.
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La importanterectificación fue llevadaa cabopor la Comisióndel Congre-
so de los Diputadosencargadade dictaminarel Proyecto de Ley y, quizás,
influyó en esarectificación la dura crítica manifestadapor Pachecoa la solu-
ción propuestapor el Proyecto.La autorizaciónprevia—afirmará—es contra-
ria, radicalmentecontrariaal principio de la libertadde prensa.Pachecosubra-
ya que a partir del momentoen que el imperio francésha entrado«en el cami-
no de las reformasliberales»,y ha tratadode «restableceren su purezalas ba-
ses del Gobierno parlamentario»,la autorizaciónprevia «fue definitivamente
derogadaen 1868». En Alemania«desde1874 ha desaparecido».«Ni en Ingla-
terra,ni en Bélgica, ni en los PaisesBajos,ni en Suiza,ni en Italia (...) existeo
ha existido en los últimos tiempos necesidadde esa autorización previa»42.
Pacheco,en su oposiciónal sistemaprevisto en el Proyecto de Ley, acusaráa
la Restauraciónespañolade haberseinspirado «pararesolvermuchos proble-
maspolíticosen el sentidocesarista,en la legislacióny en los principios quein-
formaron la vida del segundoimperio francés.Así no esextraño—concluirá—
que hallemos en sus leyes sobrela imprentahuellasde los decretosy disposi-
cionesnapoleónicas»~

La enmiendapresentadapor el Diputado Sr. Carvajal, que pretendíadejar
constanciamásclara del derechode todoslos españolesy tambiénde todoslos
extranjerospara fundar y publicar periódicosen España.fue retiradaposte-
riormente. Tal vez pesó en esta decisión el reconocimientoexpresopor parte
del Diputado Sr. Rute —miembro de la Comisióndictaminadora—de que lo
previstoen el Proyectode ley en modoalgunopodía desconocer—en razóndel
principio de jerarquía normativa— lo previsto en la Constitución española
sobreel ejercicio de profesionese industriaspor partede extranjeros.

Establecefinalmenteel artículo 13 de la Ley que cesaráen su publicaciónel
periódicocuandopor sentenciaejecutoriase prive al que lo representadel uso
de sus derechosciviles y políticos y hayantranscurridocuatrodías sin que un
nuevorepresentante—con los requisitosexigidos—declaresustituirle.

b) La representación legal del periódico.

La Ley españolade 1883 distingue diferentessupuestosde representación
atribuiblesal Director de la publicación,al propietario, o al gerentede la so-
ciedad fundadorao propietariadel periódico.

La representaciónde todo periódico ante las Autoridades y Tribunales
correspondeal Director; en su defecto,esarepresentaciónquedaatribuida al
propietarioo al gerente,segúnlos casos.La función representativadel Director
pervivirá durantela vigenciade la Ley de Prensade 1938 y será recogidalite-
ralmenteen la Ley de Prensade 1966.

Lo que se atribuyeal Director en estafunción es unarepresentaciónlimita-
da y pública del impresoperiódico que dirige: de una parte, la representación

42 Ob. cit.. 193 y 194.
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sólo operaante las Autoridadesy Tribunales,y no puedeser invocadaen otra
esferadistinta; de otra parte, tiene un alcancelimitado, porquela representa-
ción estáreferida únicamentea la publicación y no al titular jurídico de la
publicación;desdeestaperspectiva,la función representativadel Director tenía
escasocontenido jurídico. Incluía aspectoshonoríficos, tendía a personalizar
en él lo que era y representabala publicación,estableciendoun cauceinstitu-
cional entreel periódico y las Autoridadesy Tribunalesa efectos de aclara-
ciones, notificaciones, etc. Pero nada más. Lo importante en el fenómeno
representativono es tanto el hechode la representación,sinode quése es repre-
sentante.En el casodel Director, la representaciónde la publicaciónequivalía
a represntar—no a la empresa,ni a su titular —sino a la puraactividadempre-
sarial.

Más quede representaciónen sentido técnicopropio el preceptode la Ley
de 1883 hacía referenciaal campo de la responsabilidad.Cuando la Ley
establecíaque el Director, o en su defectoel propietario, teníala representa-
ción del periódico, «sin perjuicio de la responsabilidadcivil o criminal que
puedantenerotras personaspor delitoso faltas cometidospor medio del perió-
dico» (artículo 9), lo que en realidadestabaafirmandoera queel Director o el
propietarioestabanllamadosa respondergubernativamentede las infracciones
no constitutivasde delito que se cometierancon motivo, o a través,de la publi-
cación periódica. La obligación de responderse apoyabade alguna manera
sobrela condición,queambostenían,de representanteslegalesdel periódico.

Junto a la representacióndel periódico, la Ley contemplatambiénla repre-
sentaciónempresarialen el supuestoespecíficode que la fundación o la pro-
piedaddel periódico correspondieraa unasociedad.En estoscasos,mandaba
el artículo 9 que,a todos los efectosrecayerala representaciónlegal sobreel
gerentedesignadopor la sociedad,investidode los mismos derechosy sujetoa
iguales responsabilidadesciviles y criminalesque si fuerapropietarioúnico del
periódico.

c) Publicación del periódico. Deber del Director. Posición del impresor.

La Ley, en rigor, no regulani acogela figura del depósitoprevio de publi-
cacionesperiódicas.Más bien habría que decir que el artículo II sustituyeel
depósitoprevio por la presentaciónde ejemplares«en el acto de su publica-
ción», en e] Gobiernode Ja provincia, en la Delegaciónespecialgubernativao
en la Alcaldía del puebloen que se publique.

Pachecocriticó el hechode que la presentaciónde ejemplaresse hiciera a
las autoridadesgubernativasy no antelas autoridadesjudiciales.De la ideade
queal Gobernador,Alcalde o Delegadodebenenviarsetresejemplaresde cada
númerodel periódico, «sepasaa la idea de queaquellos funcionariosson los
que debeninvestigarsi en tal publicaciónse ha cometidoo no un delito». La
consecuenciaes, a juicio de Pacheco,que el Ministerio Públicono obre en es-
tas cuestionessino a excitación de la autoridadgubernativa;y admitido esto
«se pasasin esfuerzoni dificultad a creery afirmar queen semejanteordende
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asuntos,los Tribunalesdebenprocederen consonanciacon el interésy el deseo
del Gobiernoo de sus agentes»M.El razonamientode Pachecoera verdadera-
mente lúcido, como lo demuestrala historia remotay próxima de nuestro De-
recho de Prensa.

El artículo 17 de la Ley establece,por su parte, el derechodel impresorde
todoperiódico a exigir que se le entreguenfirmadoslos originalesquehayande
ser corrípuestos.De ellos —dirá el precepto—«no podráusarsecontra la vo-
luntad de su autor sino para presentarlosante los tribunalescuandoéstos los
reclamen,o en defensadel impresorque pretendaeximirse de la responsabili-
dadquepuedaafectarlepor la publicación».

d) El derecho de rectificación o aclaración.
Es interesanteseñalareldestacadolugar queocupaen la Ley el derechode

rectificacióno aclaración.El derechoestáconcebido en términosmuy amplios:
se origina tanto por la atribución de hechosfalsos o desfiguradoscomo por la
consideraciónsubjetiva de que es ofensivo algo publicado por los periódicos.
El comunicadohabráde ser, en cualquiercaso,pertinente,es decir, circunscri-
to al objeto dela aclaracióno rectificación.

El reconocimientodel derechode rectificacióno aclaraciónse transfirió, en
la Ley de ¡883, del Código Penal o de las Leyesde procedimientoa la Ley de
Policía de Imprenta,regulándosecon característicascasi comunes—se daban
tambiénalgunasdiferenciascomo las señaladasen el párrafo2.0 del artículo 14
y del artículo 16— tanto el ejercicio del derechopor partede autoridadeso cor-
poracionescomo su ejerciciopor particulares.

La Ley confía a la tutelajudicial la efectividaddel ejerciciodel derecho.En
estesentido, la Ley mejora sensiblementelo que establecíael párrafo 1.0 del
artículo 17 del Proyecto: la negativaa publicarel escritoenviado por cualquier
autoridad,era penadogubernativamentecon multa de 50 a 250pesetas,lo que
convertíael planteamientoen una eventuale hipotética fuentede abusos.En
cambio,en la redaccióndefinitiva del precepto,toda la tutela del derechode
rectificacióno aclaracióntienecarácterjudicial. EL juicio verbal,con arreglo a
las disposicionesde la Ley de Enjuiciamiento civil, habíade versarexclusiva-
mentesobrela obligación deinsertarel comunicado,y no —como se planteaba
en el proyecto— sobre si los hechos aseveradospor el periódico constituían
ofensao si eran falsos,o estabandesfigurados,sobrecuyos extremoshabrían
de hacersedeclaracionesconcretasen la sentencía.

D) Responsabilidad penal y gubernativa en materia de imprenta

Una de las innovacionesmás profundasde la Ley de 1883 —como ya se ha
señaladopáginasatrás—es la remisión al Código Penal y a los Tribunalesor-
dinariosde los delitos cometidosa travésde la imprenta.

“ Ob. cit., 20l.
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Hay en los legisladoresde la épocauna clara concienciade la importancia
de la medidaadoptada.La gran novedadde esteproyecto(...) —afirmaráPío
Gullón, ministro de Gobernaciónque firmó el Proyectode Ley— «es la de lle-
var la vida de la imprentaa la legislacióncomún,cosaque ya se ha realizado
máso menoscompletamenteen casi todos los paisescultosy libres de Europa,
si bien no en todoscon la fuerzade gigantey con los grandesadelantosqueEs-
paña va a realizar ahora de una vez»45. La orientación legislativa, pues,
pretendíasituar al poderjudicial, «quees la más firme y sólidagarantíade to-
doslos derechos»”tcomo tuteladorde la libertadde prensa.

Se rehúsa,por tanto, aceptarla existenciade los delitosde imprenta, lo que
implicabaal mismotiempono admitir unaley especialdefinidorade delitos pe-
culiares de imprenta,especialespenaso Tribunalesde carácterespecial47.El
sistemade la Ley de 1879 queiba a derogarse,aceptaba,en cambio,la existen-
cia de verdaderosy propios delitosde imprenta,entendidosen la ambientación
de la épocacomo «actosqueen sí mismos,s? no fueran objeto de la publica-
ción por medio de la prensa,no constituirían delitos,pero que cuandola pren-
sa los recogiesey difundiera, entoncesconstituirían delitos. De ahí viene la
consecuencialógica de atribuir una personalidadjurídica al periódicoy penar
al mismo»48.

Sin embargo, no sería exactoatribuir a la Ley de Policía de Imprenta de
1883 la primacíaen la decisiónjurídica de terminarcon los delitos de imprenta.

Los delitos de imprentase inician en nuestralegislaciónen el Decretode 22
de octubrede 1820. La Constituciónde 1837 estableceráen su artículo 2.0 que
«la calificación de los delitos de imprentacorrespondeexclusivamntea los ju-
rados»; y el Código Penalde 1850 declara,en su articulo 7, no sujetosa sus
disposicionesa los delitosde imprenta.Es verdadque éstaserá la tónica impe-
rantede nuestralegislacióndurantegran partedel siglo XIX; pero tambiénes
verdad que antesde 1883 se producenrectificacionesy derogacionesde esta
línea. El Decreto-Leyde 23 de octubre de 1868 —elevado el 20 de junio de
1869 al rangode Ley—, «al eliminar los tipos delictivos, la jurisdicción especial
y las limitacionesprevias,haceque desaparezcanlos delitos y faltas de impren-
ta»”9. Si la Ley de 1883 no tiene, pues,la primacíaen la eliminaciónde los de-
litos de imprenta, tiene en verdad la importanciade terminarcon el estadode
cosasestablecidasen la Ley de 1879. Es más:como subrayaOrtego—aunque
más adelantese matizaráestaidea—, «afortunadamente,la Ley de Imprenta
de 26 de julio de 1883 terminadefinitivamentecon los delitosde imprenta»50.

“‘ Congreso, JAde abril 1883. Diario de Sesiones, Legislatura 1882-83, t. y, 1966.

46 Vid. Circular de la Fiscalia del Tribunal Supremo, de 2 de octubre de 1883.

“~ Cír. Dictamen de la Comisión del Congreso de los Diputados sobre el Proyecto de Ley de
Policia de Imprenta de 1883.

‘~ Cfr. Intervención del Diputado Sr. Terrero en el Senado el 5 de julio de 1883. Diario de Se-
siones, Legislatura 1882-83. t. VII, 2921.

~ La exposición se ha hecho siguiendo a J. Ortego Costales, Delitos cometidospor medio de la
publicidad, en «Anuario del Derecho Penal y Ciencias Penales», XXVIII, l (l975), lO-II y l3-14.
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La decisión jurídica de someterlos delitoscometidosa travésde la prensaa
la legislacióncomún encuentra,en la génesisde la Ley de 1883, una cierta re-
sistencia.Una de las líneas de la oposición invoca la inconvenienciade llevar
todos los delitos al Códigocomún y aducecomo argumentola situaciónde di-
ferenteslegislaciones.El sometimientode todas las conductasdelictivas al Có-
digo Penal ordinario —dirá, por ejemplo, el Diputado EstebanCollantes—
«no existepor reglageneralen ningún paísdel mundo,no existeen Erancia,no
existe en Inglaterra,no existeen Bélgica, no existeen Italia, no existeen Portu-
gal, y no existeporqueno es convenientequeexista»51.

Otrade las lineasde oposicióntiene más consistencia,como el tiempo tuvo
ocasiónde probar. Se planteaba,en síntesis,el valor y el significadoque había
que otorgaral hechode llevar las conductasdelictivas de prensaal Código Pe-
nal común. Someterlos delitos de prensaal procedimientocomúnera algo más
—venía a decirse—que incluirlos formalmenteen el Código: «es reducirlosa
las condicionesordinariasdel sistemapenalque se halla en vigor en el pueblo
de que se trata, no considerándolesjamáscomo especialesbajo ningún aspecto
arbitrario»52. Así, por ejemplo, manteníaPachecoque no sería aceptable
—aunqueestuvieratipificado en el Código Penal—la inclusión en él de los lla-
madosdelitos de opinión; como tampocolo seríael establecercomo penala
suspensióno supresióndel periódicoa travésdel cual se ha cometido un delito,
por oponerseal sistema penalestablecidode castigaral autor y no al instru-
mento con que se cometió el delito, y por oponersea la independenciade la
prensaqueno puedevivir una existencialibre bajo la presiónde medidascapa-
ces de extinguirla53.No sólo era necesariointegrar los delitos cometidospor
medio de la prensaen el régimencomún; sino tambiénque las leyes penales
fueran —valga la redundancia—leyes ordinarias.En cierto modo, como se
explicarámásadelante,éstaera una de las preocupacionesque invocabael par-
tido de la oposicióncuandose discutía en el Congresoy en el Senadoel Pro-
yecto de Ley. No hay queolvidar queen esasmismasfechasel Gobierno tenía
presentadoun Proyectode Ley sobreautorizaciónpara plantearun nuevo Có-
digo Penal.

De una forma residual,el artículo 19 de la Ley de 1883 establecia,por otra
parte,que«las infraccionesa lo prevenidoen estaLey queno constituyandeli-
to con arreglo al Código penalseráncorregidasgubernativamentecon las mis-
maspenasqueésteseñalapara las faltas cometidaspor medio de la imprenta».
Las faltas prescribíanen el término de ocho días,a partir del día en que se co-
metieron.Contra las sancionesgubernativasde las infraccionesmeramentead-
ministrativaspodía recurrirseante el Juezde Instrucción. Se tratabade un re-
curso judicial, no contencioso—administrativo,sin posibilidad— como afir-
man las sentenciasde 6 de junio de 1893 y 23 de diciembrede 1896 del recurso

“ Congreso,13 abril 1883. Diario de Sesiones, Legislatura 1882-83, t. Y, 1968.

52 Cfr. Pacheco,ob. cit., 181.

~ Ibid.
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de casacióncontra las decisionesde los Juecesde Instrucción, resolviendolos
correspondientesrecursosde apelación~.

E) Impresos en idioma español, editados en el extranjero

El articulo 20 de la Ley facultabaal Consejode Ministros para prohibir la
introducción y circulación de toda clase de impresosescritos en idioma espa-
ñol, pero editadosen el extranjero. El preceptono planteóproblemasen rela-
ción con la libertad de imprenta, ya que se partía de la basede queel derecho
constitucional reconocido a los españolesde emitir librementesus ideas, no
amparabalas publicacionesimpresasen el extranjero.

La referenciaa las publicacionesescritasen idioma españoly la exclusión,
por tanto, de las publicacionesescritasen otros idiomas, dio lugar a algunas
intervencionesparlamentarias.El Diputado EstebanCollantespretendíaa tra-
vés de unaenmiendaeliminar la exclusión,porque«aunquebien se alcanzaque
el daño no ha de ser tan grandeen idiomaextranjerocomo lo seríaen idioma
español,sin embargo,dada la grande ilustración que va adquiriendonuestro
país,en dondeya son muchoslos queentiendensobretodo el francés,creo yo
que algún daño puedencausarlas publicacionesen dicho idioma»’5. Otra
parecíaser la opinión del Diputado Rutesobreel gradode conocimientoque el
pueblo españoltenía entoncesde las lenguasextranjeras:era necesario,a su
juicio, muchaimaginación «parasuponerque aquí se cuentanpor millares los
queconocenlos idiomas extranjeros»56.

E) Disposición derogatoria

Tieneinterésjurídico el artículo21 de la Ley, que contieneunacláusulade-
rogatoria,porque refuerzael punto focal de toda la Ley, su principal línea de
vertebración;tanto que también hastaesteartículo llegará y se impondráuna
modificación de la Comisióndictaminadoradel Proyectode Ley.

En efecto: donde el Proyectodecía «quedanderogadastodas las disposi-
ciones relativasa la imprenta,en cuantose opongana la presenteley», el Dic-
tamen y la Ley definitiva dirán: «quedanderogadastodas las leyes y disposi-
ciones especialesrelativasa la imprenta».Es clara la intención de los legislado-
res de abarcarcon la derogaciónun arco normativo más amplio que el que
resultaríade aceptarla fórmula inicial; lo mismo que pareceevidentela inten-
ción de subrayarla derogaciónde toda y de todas las normaslegalesespeciales
relativasa la imprenta.

‘~ Cfr. Clavero Arévalo, ob. cit., 88, nota 8.
~ Congreso. 16abril 1883. Diario de Sesiones, Legislatura 1882-83, t. V, 1998.
56 Congreso, 16abril 1883. Diario de Sesiones, Legislatura 1882-83, t. y, 1999.
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G) Propuesta de un artículo adicional

El Sr. Betancourty el Sr. Glielí y Renté,en el Congresoy en el Senadores-
pectivamente,propusieron,sin éxito, un articulo adicional a la Ley de Policía
de Imprenta,de acuerdocon el cual la Ley regiría en Cuba y Puerto Rico a los
treinta días de publicadaen la Gacetade Madrid. Invocabana su favor que
desdeel 23 de mayo de 1879 regíaen Cuba y Puerto Rico el propio Código Pe-
nal de la Península,con las modificacionesque se entendieronconvenientes.

3. Relacionescon la ley francesade 29 dc julio dc 1881

Estáfuerade toda duda que la Ley alemanade Prensade 1874, la francesa
de 1881 y la españolade 1883 constituyenlas tres grandesleyes liberalesdel si-
glo XIX europeo.Estos tres cuerpos legales—comentaráDesantes—,«con los
sistemasjurisprudencialesde Inglaterray EstadosUnidos,y el esfuerzoaplica-
tivo y doctrinal, permitirán el nacimientode un verdaderoderechode la pren-
sa»

Las tres leyes cumplenen cadapaísuna función casi paralela.La ley alema-
na de 1874 significa la desapariciónde la licencia,la caución,la censuray todo
tipo de medidaspreventivasy fiscales;aunquecon ella no se alcanceque el se-
cuestrode publicacionesseaúnicamenteuna facultadjudicial, ni se garanticeel
secretode los redactores.Por lo que se refiere a Francia,ciertamentehay un
procesode decantaciónquearrancadel Decretode lO de septiembrede 1870 y
que desembocaráen la Ley de 1881. Se tratade un itinerario en el que las nor-
masjurídicas francesasvan consolidandoun régimende libertadde prensa,un
régimenadministrativoy penalparala prensa‘~.

Por lo quese refiere a su vida legal, la ley francesade 1881,con susmodifi-
cacionesy normas complementarias,ha cumplido ya su centenario; curIosa-
mente,tanto la ley alemanade 1874 como la españolade 1883 terminaronsu
andadura—al menosde derecho—el mismo año: en 1966. También por este
motivo de largavigencia,las tres leyestienen algo en comun.

Pero-al-rms-mn-tiempoes-preciso reconocer--que-los -tres-cuerpos-legalesson,
desdeel punto de vista técnico, tres normasdiferentesaunquese muevan,no
obstante,en una ambientacióngeneralde basecomún. Puedeafirmarse,por
ejemplo,quela ley españolade 1883,a pesarde la proximidad de fechas,no se
inspiradirectamenteen la ley francesade 1881. La conclusiónno sólo se funda
en un análisis comparativode ambostextos legales,sino tambiénen las mani-
festacionesexpresasde nuestroslegisladoresde l883~~.

~ Cfr. Desantes, ob. dl., 61. Vid, también, por ejemplo, F. Kitzinger, Das Reichsgesetz Uber
die Presse (Tubinga, 1920); K. Koszik, ZwischenKaiserreich und diktatur. Die sozialdemokratische
Presse von 1914 bis 1933 (Heidelberg, 1958>.

“ Gómez Reino, ob. cit.. 171, mantiene la opinión contraria al afirmar que la Ley española de
1883, «sin duda alguna tuvo su inspiración en la ley francesa de 1881».
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Los diputadosy senadoresquediscutieron y aprobaronla Ley de 1883 ha-
cenreferenciaa la norma francesade 1881 con motivo de la defensao rechazo
de algunasenmiendas.Pero sobretodo la citan y critican a propósitodel crite-
rio clave que pretendepresidir la ley españolade 1883, es decir, la tesis de la
inexistenciade los delitos de imprenta.

El DiputadoSr. Balpardahacemencióna la ley francesade 1881 parainva-
lidar la enmiendapresentada,entreotros, por el Sr. Carvajal y defendidapor
el Diputado Sr. Villalba Hervás —uno de sus firmantes— que hablaba en
nombrede la minoría republicana.Balpardaalega que en paísesdondepredo-
minan y gobiernanlas ideasde los enmendantesni se ha llegadoal nivel que in-
tentan alcanzarcon su enmienda,ni se ha llegado tan siquierahastadonde
queríallegar la ley queestabadiscutiéndose.«¿Nodecian otro tanto, Sr. Villal-
ba (...), los ilustres personajesque llevaban la voz del partido republicanoen
Francia?,subrayaBalparda.¿Y qué han hecho?Pueshan hechouna ley espe-
cial de imprenta;han hechouna ley especialde imprenta,de tal modoque pu-
dieraservir hoy perfectamentede argumentoen estaCámaraa los conservado-
res, por ejemplo, para combatir el dictamenque estásobre la mesa. ¿Puede
compararS.S. estedictameny esteproyectocon la ley de 29 de julio de 1881,
de Francia?»~.

Especial importancia hay que conceder a las referenciashechas a la ley
francesapor el ministro de la Gobernación,Pío Gullón, cuya firma rubricaba
el Proyectode Ley de Policíade Imprentade 1883. ParaGullón, la ley france-
sa —«que es, dice, si no me equivoco,el númeroveinte,que ha fabricadola
vecinaFranciadesdelos últimos dias del siglo pasadohastael presente»—,la
ley francesacontienemuchamásreglamentación,muchamás previsión,hay un
conjunto mucho más casuísticoy restrictivo que en el Proyecto que se estaba
discutiendo61.ReconoceGullón que tanto en la ley francesacomo en la espa-
ñola se encuentraentronizadoel principio de instalación de la imprenta en el
ámbito del derechocomún; pero Gullón afirma al mismo tiempo que la ley
francesaen sus propios preceptostiene determinacionesespecialesa la hora de
aplicar esederechocomún a la imprenta.

«De la ley de imprentavigente en Francia —reitera en esta misma línea
Gullón— no puedoyo haceren análisis detenido,sin tenerlaa la vista. Sin em-
bargo, aunque no he tenido tiempo de ojearla desde ayer, recuerdoque
comprende,me parece70 artículos; trabajo bastanteexagerado,o por lo me-
nos trabajo bastantecomplejo,si sólo se tratabade declararque la legislación
comúnregiría parala Imprenta.En Franciahay unapenalidadespecial(...) pa-
ra todos los delitos que se cometancontrael Jefedel Estado; hay una penali-
dad para los delitos que se cometancontra los Soberanosextranjeros;y debe
haberuna penalidadespecialpara los delitos contra las personasconstituidas
en autoridad. Y en cuanto a la responsabilidad,o estoy muy equivocado(y de

~ Congreso, 14 de abril 1883. Diario de Sesiones, Legislatura 1882-83, t. Y, 1981.
6’ Senado, 5 de julio 1883. Diario de sesiones, Legislatura 1882-83, t. VII, 2923.
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esteerror podríamossalir pronto, porque supongoque para ello habráen la
Biblioteca del Senadoelementosbastantes),o hastalos colporteurs, los reparti-
dores, tienen una penalidad en la ley de imprenta francesa»62.Mantiene
Gullón, en suma,que en la ley españolaque se debatíano existe ni poco ni
muchoestasumade previsiones,penasy sanciones.

Parael Senador,Condede Torreánaz,situadoen la oposiciónal Gobierno,
la ley francesade ¡881 ofrecía—como armaarrojadiza—una perspectivadife-
rente. La ley españolamejoraría técnicamente—manifestó el Conde de
Torreánaz—si en lugar de preocuparse,por ejemplo,de definir cuándoha de
presumirsequese ha difundido un impreso,se hubiera inspiradoen la linea le-
gislativa, «que,como la reciente francesa,no dice cuándohay publicidad»63.
Con baseen la ley francesade 1881 reprochatambién el Condede Torreánazel
contrasentidoque significa —en el Proyectode Ley español—ponera la pren-
sa bajo la tutela y el control judicial. Y, por otra parte,que la puestaen cono-
cimiento de la fundaciónde un periódicoy la declaracióncorrespondientehaya
de hacerseantela autoridadgubernativa.E invocandoa la ley francesa,se pre-
gunta: «¿A quién presentaallí el que se proponehacer una publicación su
declaración?La presentaen el domicilio, en las oficinas de los funcionariosdel
ministerio fiscal, en el parquet del procuradorgeneralde la República»TM.

Las referenciasa la ley francesa,que la oposición hacíaen los debates,
tienen tambiénun saborentreirónico y testimonial,que el senadorConde de
Torreánazpusode manifiestocon evidentesentidodel humor: «sientoque en
el pocotiempo que llevo hablandohayacitado dos vecesa Francia.Sé perfec-
tamenteque esto ha pasadode moda.No parecesino que la metrallaque aní-
quiló a los inmortalescoracerosde Reígchoffeu,extinguió al propio tiempo el
genio organizadory administrativode la raza francesa.Perocuandose tratade
estascuestiones,natural es ir a buscar como ejemplo esaley francesa,como
másliberal que la legislaciónde Austria y Alemania,donde se encuentrala re-
cogida del periódico por medidade policía, por medidagubernativa,sin man-
dato judicial»65.

Parael Condede Torreánazla ley francesade 1881 era sobretodo un re-
fuerzo dialéctico a su oposición al Proyecto de Ley que se debatía,a las pa-
labrasqueen defensadel Proyectopronunciabael ministro de la Gobernación,
Pío Gullón. Bastó, por ejemplo,queel ministro citara la ley francesacomotes-
timonio de la tendenciaa aplicar el derecho común, el Código Penal, aún
dentro del esquemade las leyes especialesde imprenta,para que el Condede
Torreánazdenigraraabiertamentela ley francesade 1881 por la formaen queen
ella se regulaba,a su juicio, la provocacióndel crimen. La provocaciónal cri-
men no se castiga—afirmaráel Condede Torreánaz—si esa provocaciónno

62 Ibid., 2928.
63 Senado,4 de julio 1883. Diario de Sesiones, Legislatura 1882-83, t. VII, 2899.
64
65 Ibid.
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va seguidainmediatamentede la ejecución; pues esto —concluye— «sólo es
una derogacióncompletade los principios generalesde todo Código, porque
todoCódigo,penala inducciónal delito (...). Porejemplo, Luisa Michel lleva-
ba muchísimo tiempo predicandoel incendio, predicandoel saqueo,diciendo
paladinamentequeel pobreque tiene hambredebecoger el pan dondele vea,
porqueéseno es robado.Perohacedos mesestuvo la desgraciade que inme-
diatamentedespuésde exponer por milésimavez estateoría, se les ocurrió a
unosde los queoíanpenetraren unapanaderíay sacarvarios panes.Entonces
fue cuandocastigarona Luisa Michel a seis años de prisión. Esta es la “ley
francesa”»,concluiráel Condede Torreánaz~.

Es evidentequeeste juicio de valor, como los juicios expuestospor los le-
gisladoresespañoles,ni agotanni hacenjusticiaa la ley francesade 1881;pero,
al menossirven para conocercuáleseranlas opiniones, las convicciones,o las
tácticasparlamentariasquela ley francesaprovocabaen ellos.

III. BREVE EPILOGO: DE LA LEY DE POLICíA DE IMPRENTA A LA
LEY DE JURISDICCIONESDE 1906

Aunqueen términos históricos el período de la Restauracióniniciada en
1874 tiende a clausurarseen 1902, fecha en que comienzaa reinar Alfonso -

XIII; en el ámbito de la historia del derechode prensaespañolpareceprefe-
rible prolongarunosañosestaetapa,hastasituarla en 1906,momento en que
se promulgala llamadaLey de Jurisdicciones.Esa Ley sentenciade una forma
determinadaun conjunto de problemasmás o menos latentesdesde 1874; y
gravita de un modo notable sobre el esquemaque había creado la Ley de
Policíade Imprentade 1883. Porambasrazones,esaLey puededecirseque,en
nuestrocampo,cierraun verdaderociclo.

1. Ley de 1883 y CódigoPenal

Mientras se tramitaba en el Congresoel Proyecto de Ley de Policía de
Imprenta,en el Senadoestabanpendientesde examendos importantesproyec-
tos legislativosque, en cierta manera,parecíaninterferirsecon las normaslega-
les sobreimprenta:uno, de 11 de abril de 1882,sobreautorizaciónpara plante-
ar el nuevo Código Penal; el otro, de 8 de febrerode 1883, para el estableci-
mientodel Juradoen materiacriminal.

La desapariciónde los delitosde imprentay el pleno sometimientoal Códi-
go Penaly a las leyesde procedimientoordinario, erainterpretadopor partede
la oposición al Gobierno como un importante recorte de futuro de la
autonomíade los legisladores,al prejuzgardeterminadassoluciones,ya que

Senado,5 de julio 1883. Diario de Sesiones, Legislatura 1882-83, t. Vtl, 2926.
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«apartede algunasreglasde policía, de relativaimportancia,se suponederoga-
da la legislación penal y procesalvigente sobrela materia,y reemplazadapor
otra, sometidahoy todavíaa la deliberacióndel Senado67.

Paralos defensoresdel Proyectode 1883 no habíainterferenciade ningún
tipo. Lo que el Proyectodejaba sentadoera el principio de remisión,en máte-
ría delictiva, al Código Penal; principio que no quedabaerosionado,ni ero-
sionabala autonomíadel Parlamentopara dictar un nuevo Código Penal o
simplementereformarlo.

En todocaso, no llegó a promulgarseel nuevo Código Penal.Asi las cosas,
el Código que estabavigente cuandose aprobóla Ley de 1883 —es decir, el
Códigopenalde 1870—, acompañaráa la Ley de Policía de Imprenta durante
un buentrechode su vigencia.El Código Penalde 1870, que habíasido plante-
adocomo unaley provisional —«Códigode verano»,llegó a llamarledespecti-
vamenteuno de sus detractores—,estuvovigentehasta1928. Fue,por tanto,el
texto legal que durantecuarentay cinco añosconstituyóel puntode referencia
en los delitos cometidospor medio de la imprenta. Tiene, pues,cierta impor-
tancia indagar—aunqueseasumariamente—el sentidode las normasdel Có-
digo Penalen relación con la prensa,porqueeste ensamblajepermite conocer
con más profundidadla importanciay el significado real de la Ley de Imprenta
de 1883.

El tema ha sido analizadopor Pérez-Prendes,al estudiarel tratamiento
jurídico-penal de la materiade prensaen el Códigode 1870. En síntesis,dos
sonlas conclusionesque,a los efectosdel temapresente,se destacanen esees-
tudio:

a) Una lectura superficial del Código Penal puede llegar a producir la
impresión de que se ha respetadoescrupulosamenteel criterio de la inexisten-
cia de los delitosde imprenta.La responsabilidadcriminal generadapor la aclí-
vidad informativapareceanclada—en una primeraaproximación—en el mun-
do de las faltas, es decir, en las accionesu omisionespenadaspor la Ley de pe-
nas leves. Bajo el título 1 del libro III del Código Penal estánsituadas,en
efecto,las faltas de imprentay contrael ordenpúblico.

b) Las disposicionesbásicasen materiade prensahabíansido dispersadas,
sin embargo,a lo largo del Código, lo que dificultaba el enlacey la compren-
sión del verdaderosistema de fondo. «No es necesario,para llegar a esta
conclusión —comentaPérezPrendes—sino sistematizarlas intervencionesde
Silvela, SánchezRuanoy Montero Ríos en la breve discusiónde la nuevaCodi-
ficación, así como atendera ciertasconcesionesque hubo de hacer la comi-
sión». La Constituciónespañolade 1869 habiaprohibido expresamentela apli-
cación de leyes especialesa la imprenta;puesbien, SánchezRuano—subraya
Pérez Prendes,-.--«reprocharáa Montero habertrazado una ley especialsobre
aquéllay disimularlaen el Código, reprocheque MonteroRíos aceptóvanaglo-

67 Cfr. Voto particular de Santos de Lasa, miembro dc la Comisión dictaminadora dcl Congrc-

so, de 21 de febrero de 1883.
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riándosede haberloconseguido»TM.Silvela, por su parte, no tendráinconve-
niente en decir del Código de 1870 que representabala posibilidad para la
prensa de ser sometida a una de las tiranías más fuertes que pueden
imponérsele69.

2. Transformación, desarrollo y consolídación de la prensa

En torno al periodo que media entre 1874 y 1885, es decir, entrelos ini-
cialesmomentosde la Restauracióny los primerosañosde vigenciade la Ley
de Imprentade 1883, se produceen el periodismodiario un desarrollo,califica-
do por GómezAparicio como «verdaderamentedesproporcionado»,dadoque
el país tenía una población total que no pasabaentoncesde dieciséismillones
de habitantes,y casi las tres cuartaspartesde analfabetos’0.

A finales de 1874, por ejemplo,existían en Madrid 29 diarios; a comienzos
de marzode 1885, el númeroascendíaa 41: 17 de mañanay 24 de noche7’.El
crecimientose debía, como es lógico, a una serie de concausas:las informa-
ciones de guerra, de las luchas Carlistasy de Cuba; el trabajo de las Cortes
Constituyentesy los debatespolíticos correspondientes;los nuevosmovímíen-
tos sociales;la relativa diversificaciónpolítica; las facilidadestécnicasparauna
información más rápida y completa, que van desdeel uso de las comunica-
ciones telegráficashastala posibilidad de contratar los serviciosde la agencia
Fabra’2,etc.

Seoaneha llegado a afirmar que, aunquea mucha distancia en calidade
importancia de la prensa francesa e inglesa, la prensa española se transforma,
desarrolla y consolida en el último cuarto del siglo XIX. Las tiradas de los
diarios de gran circulación —las cifras máximasoscilan en torno a los 130.000
ejemplares—sorprendehoy —subraya—teniendoen cuentala poblacióny ta-
sa de analfabetismode aquellaépoca’3.

68 La exposición se ha hecho siguiendo a J. M. Pérez Prendes., La prensa y el Código Penal de

1870, en «Hispania», XXXI, 119 (1971), especialmente 569-10; 573—74. 1/id. también O. Bruni,
La libertad de imprenta en tas legislaciones y en la práctica, en «Revista General de Legislación y
Jurisprudencia», 96 y 97(1900)296-305 y 91-101.

69 Ibid., 576.
‘~ Ob. cit., 249.
‘~ Ibid. I’id. también J. Timoteo Alvarez, Restauracióny prensa de masas (Pamplona, 1981);

Estadistica de la prensa periódica (Madrid, 1888).
72 Ibid., 249-250. Vid. 1. Altabeíla, El Norte de Castilla en su marco periodistico (1854-1965)

(Madrid, 1966); Las Provincias, eje histórico del periodismo valenciano (1866-1969); Notaspara la
prehistoria de las agencias de prensa en España. en «Estudios de Información», 21-22 (1972), II-
39. Vid, también C. Almuifla Fernández, La prensa vallisoletana durante el siglo XIX (1808-1894),
(Valladolid. 1977); 1. Timoteo Alvarez, ob. cit.;yM. ~Guasch,ElDebateen la crisis delaRestauración
(Pamplona,198 3).

~ Vid. M. C. Seoane, Oratoriayperiodismo en la España del siglo XIX(Valencia, 1977), 399.
Vid, también J. B. Marti Navarre, Memorias de un periodista 1880-1930 (Barcelona, 1931); E. Sil-
vela, Origenes, historia y caracteres de la prensa española, Conferencia del Curso sobre la España
del siglo xix. Ateneo de Madrid, 1886-87.
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3. Las restriccionesa la libertad

Desdeel otoñode 1886 hasta1906 puededecirseque las condicionesen que
se desenvuelvela vida política y social españolamarcanun procesode involu-
ción de la libertad de prensa.Sigue vigente e inalteradala Ley de Policía de
Imprentade 1883, pero el espíritu liberal y las esperanzas de libertad que la
Ley sembró parecian desvanecersepoco a poco. Unas causasdel deterioro
parecíanepisódicas;otras revelabancuestionesde fondo, verdaderosproble-
masnacionalesmás o menosexplicitados:las guerras,el anarquismo,los sepa-
ratismos,y el conflicto civico-militar.

a) El 22 de septiembrede 1886 fue declaradoel estadode guerraen toda la
Nación. En la nochedel 19 anterior, habiaestalladoen Madrid un movimiento
sedicioso—la sedición del Brigadier Villacampa—, que se proponíainstaurar
la República. Como consecuenciadel estadode guerra, el régimen de prensa
pasóa dependerde las autoridadesmilitares. La situación se prolongó 23 dias:
hastael 14 de octubrede 1886, en que fue levantadoel estadode guerra74.

b) Entre 1893 y hastael final de la guerrade Melilla, el trabajo informativo
se someteráa unasrestriccionesImportantísimascontenidasbásicamenteen las
medidasaprobadaspor el Consejode Ministros de 23 de octubrede 1893. Su
lecturaes suficientementeexpresiva:

«Primero: No existiendomás verdadoficial que los despachosde la autori-
dadsuperiorde Melilla, cuantasnoticias se apartende ellos se consideraránfal-
sasy se penaráncon arreglo al CódigoPenal.

Segundo: En cuantocomiencenlas operacionesmilitares en gran escalase
utilizará el cableentreMelilla y Almería exclusivamenteparael serviciooficial,
y no se permitirá cursar por el telégrafo de la Penínsulalas noticias que estén
en desacuerdocon las de origenoficial.

Tercero: Si se propalan noticias para la prensa que causen alarma o sirvan
para desprestigiodel Ejército, se entablaránpor el Ministerio público las de-
mandascorrespondientes.»”.

Por otra parte, la guerrade Cuba motivó el 14 de julio de 1898 un Decreto
estableciendo la censura militar para la prensa. La medida se acentuó con moti-
vo de la discusión de la Ley de cesión de territorios.

c) Una linea que arrancade 1888, y pasapor 1895 —una línea de tensión
cívico-militar— culminaráen la Ley de Jurisdiccionesde 1906.

Dentro de las polémicasreformasmilitares hay que situar, en efecto, el
problemadela plenitudo de las restriccionesde los militares en el ejerciciode
los derechos y libertades indídivuales, y más en concreto, en el ejercicio de la li-
bertad de prensa. No hay que olvidar, por ejemplo, que por orden del ministro
de la Guerra, GeneralChinchilla, se habíaprohibido a los militares, en 1888,
escribir en los periódicos sobre cuestionespolíticas: la Circular de 28 de di-

‘~ Cfr. Gómez Aparicio, ob. cit., 477 y 480.
~ Ibid., 533-34.
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ciembredel mismo año prohibíaasimismoa los militares fundar o dirigir pe-
riódicos y serredactoresde los de carácterpolítico.

La guerrade Cuba dio lugar, por otra parte,en marzode 1895, a un inci-
denteentrela prensamadrileñay el Ejército, queen cierta formadetermínóla
presentaciónpor el GeneralMartínezCamposde unaproposiciónde Ley, el 27
de marzo de 1895, en la queestabaprevisto sometera jurisdicción militar los
delitos contra el Ejército cometidospor medio de la prensa.En concreto,se
proponíasometera la jurisdicción militar los delitos de atentadoy desacatoa
las autoridadesmilitares, y los de injuria y calumniaa éstasy a las corpora-
cioneso colectividadesdel Ejército, cualquieraquefuera el medio para cometer
el delito, aunquefuera por la imprenta, siemprequeéste se refiera al ejercicio
de destinoo mandomilitar, tienda a menoscabarsu prestigio o a relajar los
vínculosde disciplina y subordinaciónen los organismosarmados.

La proposiciónfue retirada,al pedírseloasí al GeneralMartínezCamposel
ministro de Guerra.En todo caso,el problemade las Jurisdiccionesdio lugar a
unainteresanteresolucióndel Tribunal Supremo,de fecha21 de junio de 1895,
en la quese manifiestaque«en los delitoscometidospor medio de la imprenta
tienecompetenciaprivativala Jurisdicciónordinaria y ningúnciudadanopuede
ser sometidoa Jurisdicción privilegiada sino en virtud del mandato claro y
expresode la ley»76.

El terrorismo y el anarquismo,constituidosen un problemade cierta im-
portancia,coadyuvabana la creaciónde un clima en el que las restriccionesIn-
formativasencontrabanfundamentación.En esa dirección se movian la Ley
del 10 de julio de 1894 respectoa la provocación,a travésde la imprenta,de
atentadoscon explosivos, o a la apologíadel anarquismo;o la Ley de 2 de sep-
tiembre de 1896 que agravabalas penasde la Ley anterior y autorizabaal Go-
biernoasuprimirlos periódicosanarquistasy a expulsardel pais a los propagan-
distasdel anarquismoo a las personasque se integraranen accionesanarquis-
tas.

Todala línea liberal queen el fondo pugnabapor no coartar la libertad de
la prensaquebrará,pues—como ha puestode manifiestoArtola—, en el mo-
mento «en quela lucha contrael régimenadquieracaracteresradicalescon la
extensiónde los atentadosterroristasy con la aparición del movimiento re-
gionalistaque planteala cuestión,queel Gobierno estimano debatible, de la
unidadde la patria»”.

La quiebra de la línea liberal, sofocadapor las circunstanciasy convul-
siones políticas, desembocaráen la Ley de Jurisdiccionesde 23 de marzo de
1906, que tuvo como causapróxima la publicación de un chiste a costa del

76 Ibid., 688-89. Vid, también A. Rumeu de Armas, Historia de la censura literaria gubernati-

va. Historia, Legislación,Procedimientos(Madrid, l940); J. A. del Valle, La censuragubernativa
de prensaenEspaña.en «Revista de Estudios Politicos», 21 (mayo-junio, 1981), 73-t25.

~ Cfr. Partidosyprogramaspollticos, 1808-1936, ob. cit., 1. 146. Vid, también H. F. Schulte,
The Spanis/i Press l470-l966 (Chicago, 1968).
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Ejército en el semanarioCu-cut, y el posteriorasaltoa su redaccióny a la de
La Veu de Catalunya.

La llamada Ley de Jurisdiccionescrea dos nuevas figuras delictivas: el
ultraje a la Nación y la injuria al Ejército, sancionadascon penasde prisión.
Desdeel punto de mira procesal,la Ley de Jurisdiccionesatribuíaa los tribu-
nalesmilitares la competenciapara enjuiciar los delitos de injurias al Ejército.
La Ley, finalmente,resucitalas penasde supresióndel periódicoo publicación
cuandomedientres condenas;y la de suspensióntemporal,parael casode que
se hubierandictado tresautosde procesamiento78.

Vistas las cosasdesdeestafecha, bien podíadecirseque la libertad de pren-
sa formuladaen 1883, requería,en 1906,serde nuevoliberada.

‘~ Vid. R. Lezcano Escudero, La Ley de Jurisdicciones (1901 -1906) (Madrid, 1978).


